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     El proceso monitorio fue introducido al ordenamiento jurídico colombiano gracias al Código 
General del Proceso, innovando y generando debates y discusiones sobre su aplicación y 
eficacia. 
     Este artículo explica si se hace imperioso el requerimiento de la conciliación como requisito 
de procedibilidad o no para la admisión de dicho proceso, lo anterior a fin de garantizar 
seguridad jurídica en el sistema judicial. 
     Los instrumentos aplicados recolectaron información relevante con respecto a uno de los 
puntos frágiles del mencionado proceso el cual hace referencia a la exigibilidad de la audiencia 
de conciliación como requisito de procedibilidad, enfrentándose con el artículo 38 de la Ley 640 
de 2001e implantando confusión a la hora de presentar la demanda, toda vez que el demandante 
se expone a su inadmisión y eventual rechazo. 
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Abstract 
     The payment process was introduces to the Colombian legal system thanks to the General 
Code of the Process, innovating and generating debates and discussions about its application and 
effectiveness. 
     This article explains whether the requirement of conciliation is imperative as a requirement of 
procedivity or not for the admission of such process, the foregoing in order to guarantee legal 
security in the judicial system. 
     The applied instruments collected relevant information regarding one of the fragile points of 
the aforementioned process, which refers to the enforceability of the conciliation hearing as a 
procedural requirement, confronting article 38 of Law 640 of 2001 and introducing confusion in 
the time to file the claim, since the plaintiff is exposed to his inadmissibility and eventual 
rejection. 
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Introducción 
     El proceso monitorio fue implementado en el ordenamiento jurídico Colombiano a través del 
Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012) y puesto en vigencia desde el año 2016, y 
atendiendo que Colombia se rige por un derecho positivo el cual está enmarcado en nuestra 
Carta Magna y concordantes, debe establecerse un análisis riguroso del mismo, con ánimo de 
que el nuevo proceso cumpa con la tutela judicial efectiva del crédito respondiendo con las 
necesidades socio jurídicas y económicas del país. 
     La implementación del proceso creó confusión, especialmente porque el legislador no precisó 
si el accionante debía agotar la audiencia de conciliación como requisito de procedibilidad, 
dejando al criterio e interpretación de los jueces la exigencia de la misma y la posterior 
admisión, inadmisión o rechazo de la demanda; generando una inseguridad jurídica a los 
litigantes, tal como se demuestra en el estudio cuantitativo realizado en el Distrito Judicial de 
Manizales. 
     Es así como el presente artículo busca establecer qué solución conforma la doctrina sobre la 
audiencia de conciliación como requisito de procedibilidad en el proceso monitorio en aras de 
garantizar la estabilidad jurídica en Colombia, ello en principio podría tener una solución 
salomónica y sencilla, en cuanto el legislador a la hora de establecer en el artículo 38 de la Ley 
640 de 2001 las excepciones al requisito de procedibilidad, no incluyó el proceso monitorio, 
pero ello ha suscitado interrogantes y planteamientos que desdibujan tal postura ya que, entre 
otros, el requisito de procedibilidad podría chocar con la esencia del proceso monitorio al ser 
éste un mecanismo  creado para agilizar el aparato judicial. 
     La investigación desarrollada es jurídica, de carácter documental, y de tipo teórico – 
descriptivo, para ello se acudió a la ley y la doctrina, que fueron sometidas a un proceso de 
análisis jurídico. 
     El estudio se divide en tres partes de las cuales se da respuesta a los objetivos específicos 
plantados, así en la primera se determina las disposiciones legales vigentes en la legislación 
colombiana sobre el proceso monitorio; en un segundo momento, se estipula la postura de 
distintos doctrinantes colombianos con respecto a la exigencia de la audiencia de conciliación 
como requisito de procedibilidad; y para finalizar en la tercera parte, se establece la necesidad de 
unificar criterios para crear seguridad jurídica con respecto al tema de investigación. 
Planteamiento del Problema 
     El proceso monitorio se implementó en la legislación colombiana en aras de velar por una 
justicia más ágil, llevando al legislador a implementar un procedimiento simplificado para la 
constitución de títulos de ejecución de manera célere y eficaz, así mismo, como consecuencia 
necesaria descongestionar los despachos judiciales y proporcionar una tutela efectiva 
jurisdiccional efectiva de los derechos. 
     Sin embargo, el legislador se quedó corto en la caracterización del proceso enmarcado 
solamente en los artículos 419, 420 y 421 del CGP generando que su implementación haya 
creado incertidumbre en torno a su aplicación, especialmente en lo concerniente a la exigencia 
de la audiencia de conciliación como requisito de procedibilidad para su trámite, toda vez que 
no especificó en su articulado si era obligación la misma o no. 
     El problema que ha suscitado está encaminado a la confusión que el proceso monitorio ha 
tenido en los despachos judiciales, por cuanto en unos inadmiten y posterior a ello rechazan la 
demanda por la ausencia de la audiencia de conciliación y en otros dan vía libre, admitiéndola 
sin la misma; conexión de idea con el resultado de la tabla 1 a la que podemos llegar después de 
un análisis cuantitativo, el cual obtuvimos con un muestreo no probabilístico de procesos 
consultados en 4 de los 12 juzgados civiles municipales del distrito judicial de Manizales. 
     Por lo anteriormente expuesto, se encuentra necesario analizar la doctrina al ser una fuente 
formal del derecho que podría brindarnos una eventual unificación de criterios procesales en la 
materia y si de realizarse esto redundaría en un afianzamiento del proceso monitorio y en 
especial de seguridad jurídica en su aplicación. 
     A fin de abordar esta problemática, recurriremos a un análisis doctrinal y aun estudio 
cualitativo de tipo jurídico, para establecer qué postura plantea la doctrina sobre la 
obligatoriedad de la audiencia de conciliación como requisito de procedibilidad. 
    Así mismo, acudiremos al planteamiento teórico de Piero Calamandrei, al ser un reconocido 
jurista y doctrinante del derecho, específicamente del tema que nos atañe en el presente artículo, 
desarrollando a través del tiempo una profundización del proceso monitorio distinguida y 
respetada a nivel mundial, caracterizando y definiendo el mismo. 
     Con base en lo anterior se formulan para este trabajo de investigación los siguientes objetivos 
encaminados a responder la pegunta ¿Qué postura conforma la doctrina sobre la audiencia de 
conciliación como requisito de procedibilidad en el proceso monitorio?: 1) determinar las 
disposiciones legales vigentes en la legislación colombiana sobre el proceso monitorio 2) 
estipular la postura de distintos doctrinantes colombianos con respecto a la exigencia de la 
audiencia de conciliación como requisito de procedibilidad 3) establecer la necesidad de unificar 
criterios para crear seguridad jurídica con respecto al tema de investigación. 
Metodología 
     El presente trabajo fue basado en un estudio cuali-cuantitativo que de acuerdo a Denzin y 
Lincoln (1994) tiene un enfoque interpretativo de un fenómeno en específico por medio de la 
recolección y análisis de información que incluye diferentes recursos tales como estudios de 
documentos, cuestionarios, entrevistas, encuestas y datos estadísticos y numéricos. 
     El primer instrumento se llevó a cabo a través de un análisis doctrinal de las diferentes 
posturas de juristas colombianos, el cual se realizó escogiendo los planteamientos más 
importantes y reconocidos en el territorio nacional para establecer qué instituían sobre la 
obligatoriedad de la audiencia de conciliación como requisito de procedibilidad en el proceso 
monitorio. Por otra parte, “La Gaceta” del Congreso sirvió de información, dado que en ella se 
exponen los motivos, el contexto histórico y toda la teleología de la norma. Se quiso recurrir a 
ella para analizar cuál era el espíritu de la norma relacionada y así poder determinar lo que el 
legislador quería plasmar y cuál era su intencionalidad. Por último, se realizó un análisis 
cuantitativo, el cual se obtuvo por medio de un muestreo no probabilístico de procesos 
consultados en 4 de los 12 juzgados civiles municipales del distrito judicial de Manizales, 
encaminado a probar la inestabilidad jurídica que se ha venido presentando en los distritos 
judiciales. 
Fundamentación Teórica 
     El jurista, político y periodista italiano Piero Calamandrei, ha sido de los representantes más 
celebres del pensamiento jurídico italiano, siendo parte importante de los más ilustre exponentes 
de la escuela moderna de derecho procesal civil del siglo XX, maestro procesalista y uno de los 
teóricos más reconocidos en Europa y Latinoamérica, además de ser quien más ha profundizado 
en el proceso monitorio desde el año 1946, realizando como prueba de lo anterior su obra 
Procedimiento Monitorio de la misma anualidad, siendo fuente para reconocidos e insignes 
teóricos y doctrinantes del derecho, por lo que sus estudios e investigaciones han tenido un  
impacto a nivel mundial, razón por la cual el presente artículo se fundamenta en su teoría del 
proceso monitorio; el cual consta de un sistema mixto, el documental (implementando en 
España, Italia y Francia) y subsidiariamente puro (Alemania y la Unión Europea), siendo el 
primero caracterizado porque el acreedor debe adjuntar un documento justificativo con la 
petición inicial y el segundo: “aquel en que, en virtud de la simple petición escrita del acreedor, 
el Juez competente libra, sin oír al deudor, una orden condicionada de pago dirigida al mismo” 
(Calamandrei, 1946), lo que significa que en nuestra legislación se optó por adoptar aquel 
sistema mixto, en razón a que el legislador le da la posibilidad al accionante de aportar un 
documento si a bien lo tiene para que sea llegado con la petición inicial y de otro lado, realizar 
la manifestación de la existencia de una deuda, para con ello el Juez realice la orden de pago al 
deudor. 
      Se hace necesario el estudio de éste teórico por cuanto en su teoría del derecho ha mostrado 
un posicionamiento realista, ello por cuanto considera que la finalidad del proceso no es 
netamente la de plasmar las leyes abstractas en el caso concreto o bajo estudio, observando un 
desplazamiento de la ley al Juez como pilar esencial en el orden jurídico; consecuencialmente se 
infiere que, el Juez en el estado moderno, no puede ser ajeno al estudio del proceso de 
investigación de la conexión entre éste y el legislador, ya que para Calamandrei en los estados 
modernos desde el punto de vista jurídico, el derecho tiene dos momentos, en el inicial que está 
la ley desde la óptica abstracta y posterior a ello la sentencia en la cual se aplican los postulados 
de la primera, buscando con ello ser garante de certeza e imparcialidad del derecho. 
Resultados 
      El estudio pertinente de la información analizada mostró como los objetivos establecidos en 
este artículo se lograron en gran medida, lo cual se muestra en los resultados que se presenta a 
continuación: 
Disposiciones legales vigentes en la legislación colombiana sobre el proceso monitorio. 
     El proceso monitorio nace en la vida jurídica colombiana a través de la Ley 1564 de 2012 
(por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones) 
publicada en el Diario Oficial No. 48.489 del 12 de julio del mismo año, y como consecuencia 
de los Proyectos de Ley número 159 de 2011 del Senado y 196 de 2011 de la Cámara. 
      Como se consignó en la Gaceta del Congreso 114 del 28 de marzo de 2011 (Gaceta, p.11) el 
Código General del Proceso busca establecer un juicio civil más humano y acorde con los 
postulados que gobiernan las legislaciones procesales modernas, ya que aumenta el acceso a la 
justicia y la hace más asequible para el ciudadano de a pie, por ejemplo, mediante el 
establecimiento del proceso monitorio. Este proceso podrá ser iniciado sin intervención de 
abogado y tiene un trámite que facilita la constitución de título ejecutivo sin necesidad de agotar 
todo el trámite de un proceso de conocimiento (declarativo).  Así mismo, el legislador describió 
que el proceso monitorio: 
1. Es un trámite procesal sencillo a través del cual se facilita la constitución o el 
perfeccionamiento del título ejecutivo sin necesidad de agotar el trámite del proceso 
declarativo, siempre que el deudor no plantee oposición. Procede para quien pretenda el 
pago de una obligación en dinero, de naturaleza contractual, determinada y exigible que 
sea de mínima cuantía. 
2. Se prevé que, en caso de oposición del demandado, la disputa se podrá ventilar en 
proceso verbal sumario dentro del mismo expediente. 
3. El demandante deberá aportar los documentos que se encuentren en su poder en 
relación con la obligación contractual objeto de la pretensión. Cuando este no tenga en su 
poder tales documentos deberá manifestar dónde se encuentran o que no existen soportes 
documentales de la relación contractual. (Gaceta, p.21) 
      El CGP desarrolla brevemente en el CAPÍTULO IV artículos 429,420 y 421 la estructura del 
monitorio. De la lectura de la normativa, se deduce que la finalidad de éste proceso, es proteger 
de una manera más efectiva la defensa del crédito, y que por consiguiente, garantizar los 
derechos patrimoniales de los pequeños acreedores, buscando a través de este mecanismo 
procesal sencillo, satisfacer la obligación incumplida. 
      En cuanto a su procedencia, el artículo 419 consigna que: “Quien pretenda el pago de una 
obligación de dinero
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 de naturaleza contractual, determinada y exigible que sea de mínima 
cuantía, podrá promover proceso monitorio con sujeción a la disposiciones de este Capítulo” 
(revista senado, 2012). 
      El artículo excluye la exigencia de cualquier otra obligación que no sea pecuniaria, tales 
como las de dar, hacer o no hacer, al igual que debe provenir de la voluntad de acreedor y 
deudor, y ha debido nacer producto de un acto jurídico suscrito por ambas, bien sea de manera 
escrita o simplemente verbal. Así mismo, debe existir determinación y exigibilidad, en lo que se 
refiere a que no exista duda en lo adeudado y que no sea una obligación sujeta a plazo o 
condición. 
      Finalmente, el legislador le impone una cuantía limitada a 40 smmlv, remitiéndonos al 
artículo 25 del CGP. 
                                                 
4
 Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante 
Sentencia C-159 del 17 de marzo de 2016 Magistrado Ponente Dr. Luis Ernesto Vargas Silva. 
     Pasando al artículo 420, éste nos establece de manera especial
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 los requisitos de contenido de 
la demanda: 
1. La designación del Juez a quien se dirige. 
2. El nombre y el domicilio del demandante y demandado y, en su caso, de sus 
representantes y apoderados. 
3. La pretensión de pago expresada con precisión y claridad. 
4. Los hechos que sirven de fundamento a las pretensiones, debidamente determinados, 
clasificados y numerados, con la información sobre el origen contractual de la deuda, su 
monto exacto y sus componentes. 
5. La manifestación clara y precisa de que el pago de la suma adeudada no depende del 
cumplimiento de una contraprestación a cargo del acreedor. 
6. Las pruebas que se pretenda hacer valer, incluidas las solicitadas para el evento de que 
el demandado se oponga. 
7. El demandante deberá portar con la demanda los documentos de la obligación 
contractual adeudad que se encuentren en su poder. Cuando no los tenga, deberá señalar 
dónde están o manifestar bajo juramento que se entiende prestado con la presentación de 
la demanda, que no existen soportes documentales. 
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 El artículo 82 del CGP, estipula de manera general que deberá contener toda demanda, pero el proceso monitor 
consigna sus propios. 
8. <Numeral corregido por el artículo 10 del Decreto 1736 de 2012. El nuevo texto es el 
siguiente:> El lugar y las direcciones físicas y electrónicas donde el demandado recibirá 
notificaciones. 
9. <Numeral corregido por el artículo 10 del Decreto 1736 de 2012. El nuevo texto es el 
siguiente:> Los anexos pertinentes previstos en la parte general de este código.  
PARÁGRAFO. El Consejo Superior de la Judicatura elaborará formato para formular la 
demanda y su contestación. (revista senado, 2012) 
     Podemos obtener importantes conclusiones a partir del análisis del citado artículo, tales como 
que la designación del numeral 1 es atribuible exclusivamente al juez civil municipal en 
cuestión de competencia por la cuantía
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; con el numeral 3 y 5 se mantiene la congruencia con 
respecto a la característica principal de la precisión de la cantidad de  dinero adeudada y que no 
existan obligaciones a condición o plazo en cabeza del acreedor, del numeral 6 se puede deducir 
que el legislador si bien solicita documentos que respalden la obligación, también permite que 
bajo juramento se pueda iniciar el proceso, es decir, acogió un sistema mixto, según la 
clasificación del maestro CALAMANDREI, que es principalmente “documental” y 
subsidiariamente “puro”; y por último pero no menos importante, el legislador olvidó consignar 
si es necesario presentar, tal como lo consigna la Ley 640 de 2001 en su artículo 35, la audiencia 
de conciliación como requisito de procedibilidad. 
      Por su parte, el artículo 421 consagra la estructura procedimental del monitorio, que en sus 
apartes reza que: “Si la demanda cumple con los requisitos, el juez ordenará requerir al deudor 
para que en el plazo de diez (10) días pague o exponga en la contestación de la demanda las 
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 Artículo 17 del Código General del Proceso 
razones concretas que le sirven de sustento para negar total o parcialmente la deuda reclamada.” 
Es decir, que la demanda debe cumplir con cada una de las exigencias del artículo 420 para que 
se tramite, sumándose el requisito de que debe surtirse la notificación personal. Además permite 
que el deudor exponga razones del porqué no ha cumplido con el pago de la obligación, si lo ha 
hecho parcial o totalmente. 
      “El auto que contiene el requerimiento de pago no admite recursos y se notificará 
personalmente al deudor, con la advertencia de que, si no paga o no justifica su renuencia, se 
dictará sentencia que tampoco admite recursos y constituye cosa juzgada, en la cual se le 
condenará al pago del monto reclamado, de los intereses causados y de los que se causen hasta 
la cancelación de la deuda. Si el deudor satisface la obligación en la forma señalada, se declarará 
terminado el proceso por pago.” El legislador es claro en decir, que tanto el auto como la 
sentencia, no admiten recursos teniendo en cuenta que cuando se refiere a recursos la ley es 
clara en determinar cuáles son, lo cual no admite interpretación. Según El artículo 27 del C.C.  
      “Cuando el sentido de la ley es claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto de 
consultar su espíritu” (Revista derecho contemporáneo, 2015). 
      “Si el deudor notificado no comparece, se dictará la sentencia a que se refiere este artículo y 
se perseguirá la ejecución de conformidad con lo previsto en el artículo 306. Esta misma 
sentencia se dictará en caso de oposición parcial, si el demandante solicita que se prosiga la 
ejecución por la parte no objetada. En este evento, por la parte objetada se procederá como 
dispone el inciso siguiente. 
      Si dentro de la oportunidad señalada en el inciso primero el demandado contesta con 
explicación de las razones por las que considera no deber en todo o parte. Para lo cual deberá 
aportar las pruebas en que se sustenta su oposición, el asunto se resolverá por los trámites del 
proceso verbal sumario y el juez dictará auto citando a la audiencia del artículo 392 previo 
traslado al demandante por cinco (5) para que pida pruebas adicionales.” 
      Se interpreta que las pruebas adicionales que podrá presentar el acreedor una vez se notifique 
el demandado deben ser propiamente las que contradigan las solicitadas por el deudor, teniendo 
en cuenta que las pruebas concernientes a la obligación debieron ser aportadas en la demanda. 
      “Si el deudor se opone infundadamente y es condenado, se le impondrá una multa del diez 
por ciento (10%) del valor de la deuda a favor del acreedor. Si el demandado resulta absuelto, la 
multa se impondrá al acreedor.” Se puede inferir entonces que el proceso es presentado como un 
mecanismo judicial para evitar que alguna de las partes desgaste el aparato de justicia con 
argumentos sin fundamento ni prueba alguna. 
      Finalmente, la Ley en su parágrafo nos limita en cuanto no se admitirá intervención de 
terceros, excepciones previas, reconvención, el emplazamiento al demandado
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, ni el 
nombramiento de curador ad litem. También podrán practicarse las medidas cautelares a favor 
del acreedor, proceden las medidas cautelares propias de los procesos ejecutivos. 
Postura de algunos doctrinantes colombianos con respecto a la exigencia de la 
audiencia de conciliación como requisito de procedibilidad. 
      Para analizar el presente apartado, se hace necesario observar las sentencias más relevantes 
emitidas por las altas cortes en Colombia en lo que respecta al proceso monitorio, ello a fin de 
tener una visión más amplia de las disposiciones legales y su esencia en lo que al proceso 
monitorio concierne, e indicar las posturas de algunos de los doctrinantes en Colombia que han 
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 El proceso solamente permite la notificación personal al demandado 
investigado o profundizado en el proceso monitorio, lo cuales será referenciados en el presente 
acápite. 
      La Honorable Corte Constitucional en estudio de legalidad y constitucionalidad en las 
regulaciones al proceso monitorio ha establecido: 
        En demanda de inconstitucionalidad (Corte Constitucional, 2014) contra los artículo 419 y 
421 de la Ley 1564 de 2012 La Corte, analizó si el proceso monitorio y su trámite iban en 
contravía de los artículos 13 y 29 de nuestra Carta Magna (Derecho fundamental a la igualdad y 
al debido proceso respectivamente), ello en el entendido que el nuevo trámite procesal invertía 
la consecuencia usual de los procesos judiciales; en primer lugar, precisó que la regulación 
acusada persigue una finalidad constitucional legítima, esta es, facilitar el acceso a la justicia, 
particularmente en la relación a los créditos de mínima cuantía; seguido de ello arguyó que, para 
el caso objeto de estudio existen garantías de defensa para el deudor, tales como la  
imposibilidad de que el mismo sea notificado por curador ad litem y la regla por medio de la 
cual en caso de oposición fundada por parte del accionado, mutaría el proceso en un declarativo, 
dentro del cual podría ejercer su derecho de defensa y contradicción propio de aquel, en suma de 
ello concluyó que la aplicación de las normas propias del proceso monitorio no rompe la 
igualdad de las partes ni el debido proceso. 
      A su vez, en acción pública de inconstitucionalidad C-2016/159 los actores consideraron que 
el proceso monitorio desconocía los artículos 1, 2, 13 y 229 de nuestra Carta Suprema los cuales 
hacen referencia a los principios fundamentales, fines esenciales del estado, al derecho 
fundamental a la igualdad y al acceso a la justicia respectivamente, en el entendido de que se 
estaban desconociendo las obligaciones de dar, entregar o hacer, obviando con ello el derecho 
que se tiene a la tutela judicial efectiva y con ello que existan procesos adecuados e idóneos 
como el monitorio. Ya que, enfatizaron que las personas tienen derecho a concurrir en el orden 
jurídico a una gama amplia y suficiente de mecanismos judiciales para la efectiva resolución de 
conflictos a fin de poder acceder al tratamiento más adecuado, que resuelvan en un tiempo 
razonable las pretensiones incoadas, tal como los de crédito con sus connotaciones particulares 
en el proceso monitorio. 
      El Tribunal Supremo, llegado de decisión puntualizó que la disposición normativa instaurada 
con el CGP es compatible con la Constitución Política, habida cuenta que no impone una 
restricción injustificada al acceso a la justicia, haciendo hincapié a que la decisión de 
implementar el proceso monitorio para las sumas de dineros líquidas, exigibles, de mínima 
cuantía y de naturaleza contractual, hace parte de la libertad de configuración del legislador, 
quien estableció un instrumento simplificado y ágil para este tipo de obligaciones; por su parte 
hace referencia que dentro de la misma legislación procesal se encuentran diversas alternativas 
para la ejecución de obligaciones no dinerarias, por lo que no es dable concluir que la 
legislación ha impuesto barreras injustificadas en contra de las obligaciones no dinerarias. 
      Así mismo, en otra de las sentencias de la Corte Constitucional, el actor demanda la parte 
final
8
 del párrafo 2 del numeral 6 del artículo 420 del CGP, que estipula el contenido de la 
demanda, por considerar una supuesta contravía de esta con lo reglado en el artículo 228 
superior, planteando que en el proceso monitorio que inicia sin acreditar prueba de la deuda no 
se puede evidenciar desde que día se configuró como exigible, vulnerando así la finalidad de la 
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 “Cuando no los tenga, deberá señalar dónde están o manifestar bajo juramento que se entiende prestado con la 
presentación de la demanda, que no existen soportes documentales” 
prescripción extintiva; acto seguido, arguye que no es posible establecer una situación jurídica 
concreta, como tampoco computar desde cuándo ese pago pretendido podía ejecutarse. 
     Llegado a este punto la Honorable Corte Constitucional después de examinar el cargo 
planteado y analizar las posturas de los diversos intervinientes, indicó que el mismo era carente 
de certeza y especificidad, ya que el actor fundamenta su demanda en un contenido normativo 
que no se deduce de las expresiones legales impugnadas, ya que la disposición no es óbice para 
que dentro del proceso monitorio se pueda determinar la prescripción de la obligación cuyo 
pago se exige. A contrario sensu el aparte normativo acusado pretende hacer efectivo el 
principio de supremacía del derecho sustancial sobre el formal dentro del trámite procesal, al 
autorizar qué obligaciones dinerarias exigibles, con las connotaciones propias del proceso 
monitorio se pueden hacer efectivas por el acreedor, aunque no se posea respaldo documental de 
las mismas; por lo que resuelve inhibirse para emitir de fondo un pronunciamiento en la 
demanda formulada. 
     De las tres sentencias estudiadas, se puede inferir que la creación del trámite monitorio se 
implementó con ánimo de propender el acceso a la justicia, sin violar los derechos 
fundamentales, constitucionales y garantías legales de los accionados, así mismo la 
jurisprudencia precisa la independencia del poder legislativo en cuanto a la creación de aquel y 
su trámite, aunado a la supremacía de los derechos sustanciales sobre los procesales, tal como lo 
establece el artículo 228 de  nuestra Constitución Política de Colombia. 
     Empero a ello se observa la necesidad de estudiar las posturas de los doctrinantes, en lo que 
concierne al proceso monitorio en Colombia, habida cuenta que la jurisprudencia no ha aunado 
los criterios de esta y se ha quedado corta en aclarar si es necesario agotar el requisito de 
procedibilidad para el trámite monitorio, por lo que entraremos a observar la postura del teórico 
Piero Calamandrei y posterior a ello algunos doctrinantes colombianos así: 
     Piero Calamandrei (1946) definió el proceso monitorio como aquel en el que, en virtud de la 
simple petición escrita del acreedor, el juez competente libra, sin oír al deudor, una orden 
condicionada de pago dirigida al mismo. Para este jurista, político y periodista italiano a partir 
de sus estudios acerca de este proceso especial, establece dos tipos de proceso monitorio, el 
primero documental y el segundo puro; el primero se caracteriza porque el acreedor debe aportar 
un documento justificado con el escrito petitorio y el segundo por su parte, el denominado puro, 
es por medio el cual el director del despacho judicial profiere requerimiento de pago con 
fundamento en la sola afirmación del accionante y no probada del acreedor; en España, Italia y 
Francia, se tiene que el proceso monitorio responde al tipo documental; entre tanto, Alemania y 
la Unión Europea al puro. Expone el autor citado que en el proceso monitorio puro:  
…la orden condicionada de pago se libra por el juez a base de la sola afirmación, 
unilateral y no probada, del acreedor” y que “la simple oposición no motivada del deudor 
hace caer en la nada la orden de pago, de manera que el juicio contradictorio, que puede 
eventualmente en mérito de tal oposición, no se dirige a decidir si la orden debe ser 
revocada o mantenida, sino a decidir ex novo sobre la originaria acción de condena. 
(Calamandrei, 1946) 
      De lo que se desprende que el actor tiene la carga de soportar probatoriamente los 
pedimentos de la acción, ello con base en documento que para el juzgador está fundado y sirva 
de piso jurídico para librar la orden de pago al deudor requerido para tales fines. 
     En síntesis, en nuestro ordenamiento jurídico tenemos en los términos del teórico 
Calamandrei, un sistema monitorio mixto, en donde se puede obtener una orden de pago con 
base a un documento que sirva para ello o a contrario sensu podrá manifestar bajo juramento 
que se entiende prestado con la acción, que no existen soportes documentales para ello, y en 
ambos casos la orden de mandamiento de pago será procedente. 
Algunos de los doctrinantes colombianos que se pronunciado en lo tendiente a la 
audiencia de conciliación como requisito de procedibilidad en el proceso monitorio. 
      El doctor Carlos Colmenares quien ha desarrollado ampliamente los postulados del proceso 
monitorio no solamente en Colombia, sino, en el mundo, planteó que la audiencia de 
conciliación no es un requisito de procedibilidad para impetrar la acción monitoria, la cual está 
fundada en primer término como un yerro del legislador al no estipular dentro de los procesos 
exentos
9
 del requisito de procedibilidad al monitorio, ello en razón a que este es un declarativo 
especial y al tenor de su naturaleza debí serlo. 
     En un segundo momento precisa que no debe realizarse una interpretación exegética del 
artículo 38 de la Ley 640 de 2001, por cuanto de ser así se podría incluso llegar a considerar que 
un proceso declarativo en el que se hayan pedido medidas cautelares
10
 con la acción, tampoco 
estaría exento de tal gabela; arguye que se debe tener en cuenta los fundamentos 
constitucionales del proceso monitorio, principalmente la tutela judicial efectiva de los derechos 
sustanciales a través de una simplificación de los trámites
11
, de esta manera plantea el profesor 
Colmenares, que dicha estructura obligaría a que la conciliación no se requiera para impetrar el 
mentado proceso monitorio, habida cuenta que de requerirse estaría adicionándole más trámites, 
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 Corte Constitucional Colombiana, Sentencia C-726 del 24 de Septiembre de 2014 
yendo en contravía del espíritu del proceso y de la intención del legislador al incluirlo en el 
catálogo de procesos declarativos y en especial, las bases constitucionales del mismo. Concluye 
precisando que: “No incluir al proceso monitorio la excepción de requisito de procedibilidad se 
trató indudablemente, de un error involuntario del legislador y puede ser superado, sin necesidad 
de una nueva ley, si el juez se ocupa de la intención del legislador y la esencia del proceso 
monitorio, posicionando al juez como el garante de la materialización de la finalidad y 
naturaleza de este instrumento” (Colmenares, 2015). 
     De ello se tiene que no se requiere una nueva ley que regule el trámite monitorio, lo que 
indudablemente demoraría y congestionaría el aparato judicial, por lo que se deberá acudir por 
parte de los jueces de conocimiento al estudio del espíritu por medio del cual se creó el proceso 
plurimencionado, atendiendo a su esencia y velando por ser protector de los derechos 
fundamentales como el acceso a la justicia y la primacía de los derechos sustanciales. 
     Considera al unísono con el anterior doctrinante, Juan Pablo Correa Delcasso, que al requisito 
de procedibilidad en cabeza de la conciliación extrajudicial es un trámite contraproducente, 
innecesario e inútil dentro del proceso monitorio (Luna & Nisimblat, 2016). Delcasso plantea la 
subdivisión del proceso monitorio, en dos etapas, la primera llamada pre contenciosa, indicando 
que es aquí donde se requiere al deudor a cumplir con sus obligaciones ya sea mediante el pago 
total, la contestación de la demanda o la exposición de los argumentos que le permitan 
controvertir la pretensión inicial, indicando esta etapa como una fase no jurisdiccional del 
proceso. La segunda fase inicia cuando da forma al litigio entre las partes, y es allí donde nace el 
proceso declarativo verbal sumario derivado de la oposición a través de la contestación de la 
demanda.  
    Teniendo en cuenta lo anterior resulta improcedente la conciliación dentro de dicho proceso 
puesto que se deberá atender la naturaleza del monitorio y entrar a hacer parte de los procesos 
excluidos de la obligatoriedad de la presentación de la conciliación extrajudicial como requisito 
de procedibilidad para el acceso a la justicia ordinaria. Es allí donde la Corte Constitucional 
Colombiana se ha manifestado a favor de la postura de los anteriores doctrinantes aduciendo que 
el juez cuenta con un amplio margen de interpretación efectiva de la norma, en el cual se deberá 
tener en cuenta los criterios de razonabilidad y proporcionalidad para de esta forma garantizar el 
cumplimiento y respaldo de los derechos fundamentales garantizando el acceso a la justicia y el 
debido proceso. 
     En lo que concierne al futuro del requisito de procedibilidad, Manuel Enrique Rojas Gómez 
determinó que: “…tal vez no sobra reiterar que como es innecesario agotar el intento de 
conciliación para acudir al juez cuando se solicite la práctica de medidas cautelares (CGP, art. 
590 par. 1*), y estas caben precisamente en todos los procesos declarativos, seguramente no 
subsistan muchos casos en los que sea exigible dicho intente” (Gómez, 2013) 
     De tal argumento se puede concluir que en el trámite monitorio podrá sustituirse el pre 
requisito con la solicitud de la medida cautelar, lo que genera una polémica, en el entendido que 
bastaría solo con la mera solicitud de la medida para obviar tal requisito de agotar la 
conciliación extra procesal, lo que no es cierto; en otro orden de ideas puntualiza que el término 
“solicitar” va más allá de la acción ”pedir” habida cuenta que la medida debe ser razonable y 
decretable, con miras a la protección del derecho objeto del litigio, y para que ella sea decretable 
el director del proceso debe valorar la existencia del fumus bonis iuris
12
, lo que es este tipo de 
procesos requiere un gran trabajo de análisis por parte del operador jurídico, ya que, al momento 
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de la admisión de la demanda no se tiene un documento que contenga la obligación, ya que solo 
se tiene un relato de hechos y pruebas solicitadas o a decretar de oficio, las que se practican en el 
trámite de verbal sumario que se le imprime al proceso, en caso de oposición por el accionado. 
     De la lectura de los autores analizados, tenemos que es un desatino legislativo en que han 
incurrido los promotores del Código General del Proceso y aún más la omisión que con ello  
tuvieron al no establecer el proceso monitorio dentro de las excepciones que tiene consigo el 
artículo 38 de la Ley 640 de 2001, habida cuenta que la esencia y razones por las cuales se creó 
el proceso mentado, sería improcedente exigir al acreedor que pretenda la tutela efectiva de sus 
derechos con la imposición de una carga adicional consistente en un requisito de procedibilidad, 
una audiencia de conciliación extrajudicial para impetrar la misma. 
     De lo discurrido también tenemos que la falta de estipulación se puede sanear atendiendo al 
estudio y análisis de los planteamientos que rigen el proceso monitorio, en cuanto al ser un 
procedimiento encaminado esencialmente a los  comerciantes y ciudadanos de a pie, que 
pretende el pago de unos rubros de mínima cuantía de naturaleza contractual y del cual no 
poseen título valor que respalde el mismo, debe ser un proceso sumario que garantice 
efectivamente el pago de las sumas pendientes de pago. 
Necesidad de unificar criterios para crear seguridad jurídica con respecto al tema de 
investigación. 
      Esta necesidad de unificar los criterios surge, tal como se ha venido desarrollando en el 
presente estudio de las diferentes posturas de la Honorable Corte Constitucional Colombiana, 
estipulación exegética de la norma y de los doctrinantes investigados, dado que cada uno de 
ellos posee un enfoque distinto al de los demás en cuanto a la conciliación como requisito de 
procedibilidad para impetrar la acción monitoria, por ello se hace menester tratar de iluminar un 
poco más el espectro que para el caso de marras se tiene, ello por cuanto debe hacerse uso no 
solo de la Ley, sino, apoyar y entender la misma desde el punto de vista jurisprudencial, la cual 
en caso de quedarse corta o de no haber aunado en el tema sub examine como ocurre para este, 
acudir a otra de las fuentes del derecho como lo es la doctrina, la cual tiene fuerzas vinculantes 
tanto para los asociados como para los juzgadores a la hora de hacer valer un derecho y con ello 
establecer una seguridad jurídica procesal para los reclamantes del derecho incoado por el 
proceso monitorio. 
     En los despachos judiciales se ha observado gran confusión a la hora de admitir el trámite 
monitorio, por cuanto unos despachos exigen la conciliación como el requisito de procedibilidad 
para admitir la demanda, otros no la exigen y otros tanto por su parte requieren al menos 
solicitud de medidas cautelares para prescindir de tal requisito. Situación que se pudo ver 
materializada en el Distrito Judicial de Manizales (tabla anexa), donde se solicitaron 3 procesos 
monitorios a 4 de los 12 juzgados civiles municipales y se confirmó que cada despacho maneja 
sus propias reglas con respecto a la exigencia de la audiencia de conciliación, acrecentado la 
inestabilidad jurídica. El juzgado primero por ejemplo, inadmitió y posteriormente rechazó dos 
de los procesos por no decretarse las medidas cautelares ni haberse presentado el requisito de 
procedibilidad, al tiempo que admitió otro con las mismas características. 
     Queda claro que los jueces solo se están ciñendo a las interpretaciones personales de lo que 
les indica la norma, omitiendo el espíritu y la naturaleza de la misma ya que tal como quedó 
plasmado en la Gaceta del Congreso 114 del 28 de Marzo de 2011, lo que se pretendió con el 
nuevo trámite fue aumentar el acceso a la justicia, haciéndola más asequible para el  ciudadano 
de a pie, por medio del proceso monitorio facilitando la constitución de un título ejecutivo sin 
necesidad de agotar trámites adicionales de un proceso declarativo. Apoyando la postura antes 
planteada y aunado al hecho de salvaguardar la garantía de los derechos patrimoniales de los 
pequeños acreedores, buscando a través de éste mecanismo un procedimiento sencillo en aras de 
satisfacer la obligación incumplida, plantea Colmenares Uribe y Correa Delcasso que indicar 
que los procesos monitorios requieren conciliación como requisito de procedibilidad es un yerro 
del legislador, al no haber estipulado literalmente en el acápite de las excepciones el proceso 
monitorio, ya que por su naturales debió haberlo hecho, precisando que no se debe analizar la 
Ley 640 de 2001 en su artículo 38 de manera literal, ya que de hacerlo, se estaría desconociendo 
el fundamento constitucional del proceso monitorio así como la tutela judicial efectiva de los 
derechos sustanciales. 
     De la misma manera indican que la conciliación se tornaría contraproducente, innecesaria e 
inútil, ya que el juez cuenta con un amplio margen de interpretación efectiva de la norma, el cual 
debe tener en cuenta la razonabilidad y proporcionalidad para con ello garantizar el 
cumplimiento y respaldo de los derechos fundamentales al accedo a la justicia y el debido 
proceso. 
Conclusiones 
     Después del análisis de la información recolectada y tras discutir y analizar los resultados, se 
pudo concluir: 
    El proceso monitorio está reglamenta en el CAPÍTULO IV artículos 419, 420 y 420 de la Ley 
1564 de 2012 (Código General del Proceso) publicada en el Diario Oficial No.48.489 del 12 de 
julio del mismo año, y como consecuencia de los Proyectos de Ley número 159 de 2011 del 
Senado y 196 de 2011 de la Cámara. Así mismo, que la Gaceta del Congreso 114 del 28 de 
marzo de 2011 (Gaceta, p.11) plasmó el espíritu de la norma, al consignar que el proceso se creó 
en aras de crear agilidad en el sistema judicial colombiano y un fácil acceso al mismo. 
     Los doctrinantes colombianos Colmenares Uribe, Correa Delcasso y Rojas Gómez son 
unánimes en considerar que la conciliación de la Ley 640 de 2001 no puede ser aplicable al 
proceso monitorio, ya que el mismo legislador lo definió como un declarativo especial, por sus 
características ejecutivas y encaminadas a obtener la tutela efectiva del crédito, siendo entonces 
el requisito de procedibilidad un obstáculo para alcanzar la misma y para proteger el ánimo del 
legislador que quedó plasmado en la Gaceta del Congreso 114 del 28 de marzo de 2011, en aras 
de promover el acceso a la justicia e imprimir agilidad al aparato judicial. 
     La necesidad de establecer un criterio doctrinal nace de la inseguridad jurídica que se viene 
presentando como consecuencia de la omisión del legislador con respecto a la audiencia de 
conciliación para el monitorio, tal como quedó evidenciado en el Distrito Judicial de Manizales, 
donde se observa que cada despacho judicial maneja su propia teoría. 
     Es así entonces como podemos inferir que la doctrina plantea que no debe exigirse la 
audiencia de conciliación como requisito de procedibilidad del proceso monitorio en aras de 
crear estabilidad jurídica en el sistema judicial colombiano. 
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2018 - 795  SI NO NO Se inadmitió 






2017 - 448 SI NO NO Se inadmitió 


































2018 - 717 SI NO NO Se inadmitió 





2018 - 732 NO X NO Se inadmitió 





2018 - 799 NO X NO Se inadmitió 
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